
Señor   

JUEZ DE TUTELA DE BOGOTÁ D.C. 

Reparto 

 

 

Referencia: Acción de Tutela 

Accionante: LYDA CAROLINA PEREZ OVALLE, ANDREA MARCELA DAZA 

REYES, ANDREA MARCELA DAZA, DANELIA VILLAR NIEVES, MÓNICA  

MARCELA TORRES ROJAS, ROCIO AMANDA SIERRA LOPEZ 

Accionada: Universidad Libre, Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC y 

Secretaria de Salud del Distrito de Bogotá.  

 

EDILBERTO MELO RUBIANO identificado con cédula de ciudadanía 

1.026.567.108 y T.P. 283.355 del C. S. de la J., en calidad de apoderado de las 

señoras LYDA CAROLINA PEREZ OVALLE identificada con cédula de ciudadanía 

No. 52.848.591, ANDREA MARCELA DAZA REYES, identificada con cédula de 

ciudadanía No.52.852.923, DANELIA VILLAR NIEVES, identificada con cédula de 

ciudadanía No.68.288.825, MÓNICA MARCELA TORRES ROJAS, identificada con 

cédula de ciudadanía No. 40.384.802, y ROCIO AMANDA SIERRA LOPEZ, 

identificada con cedula de ciudadanía No. 51.812.263, con todo respeto manifiesto 

a usted que en ejercicio del derecho fundamental de acción de tutela consagrado 

en el artículo 86 de la Constitución Política y reglamentado por el Decreto 2591 de 

1.991, por este escrito formulo acción de tutela contra la entidad UNIVERSIDAD 

LIBRE con NIT. 860.013.798-5, COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – 

CNSC con NIT. 900.003.409-7 y SECRETARIA DE SALUD DEL DISTRITO DE 

BOGOTÁ con NIT. 800.246.953-2, por la vulneración y transgresión de los derechos 

fundamentales de mis poderdantes en especial a la Confianza Legítima, 

transparencia, principios de legalidad y Buena fe, Igualdad (artículo 13 Constitución 

Nacional), justicia, al trabajo, acceso a la carrera administrativa por meritocracia 

(artículo 40 numeral 7 y articulo125 Constitución Nacional) y Debido Proceso 

(artículo 29. Constitución Nacional). 

I 

Hechos 
 

PRIMERO: La convocatoria se define: Convocatoria Distrito Capital 4, Procesos 

de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 2020, publicado por la CNSC 

(nsc.gov.co/convocatorias/1462-1492-y-1546-de-2020-distrito-capital-



4?field_tipo_de_contenido_convocat_target_id=All. 

 
SEGUNDO: Teniendo en cuenta que mediante Resolución No. 730 del 10 de junio 

de 2016, fui nombrada provisionalmente, en el empleo denominado Profesional 

Especializado Código 222 Grado 24 de la Dirección de Provisión de Servicios de 

Salud, cuidadosamente revisé en detalle las funciones, estudios, experiencia laboral 

requerida (pese a que cumplía anteriormente, como es lógico para mi encargo) 

confirmando por exceso que para el cargo o perfil, mi currículo se ajustara a la 

OPEC., realice la inscripción. 

 

TERCERO: El día 18 de julio de 2021, presente la totalidad de las pruebas 

correspondientes a competencias básicas, funcionales y comportamentales en la 

dirección especificada, según la notificación recibida en SIMO.  

 

CUARTO: El día 03 de septiembre de 2021, en la plataforma SIMO se publicarían 

los puntajes de las pruebas de competencias básicas, funcionales y 

comportamentales. De la misma forma, indican que “Así mismo, las reclamaciones 

podrán ser presentadas por los aspirantes a través del aplicativo SIMO, desde las 

00:00 horas del día 06 de septiembre de 2021 y hasta las 23:59.59 horas del día 

06 de septiembre de 2021, en los términos del artículo 13 del Decreto Ley 760 de 

2005, las cuales serán recibidas y decididas por la Universidad Libre, a través del 

mismo medio.” 

 

QUINTO: El día 06 de septiembre de 2021, presente reclamación por resultados de 

la Prueba escrita, debido a que las preguntas planteadas no correspondieron con 

los principios de transparencia, igualdad, imparcialidad, objetividad, confianza 

legítima y buena fe que son trascendentales, importantes y propios de los concursos 

de méritos para acceder a cargos públicos.  

 

SEXTO: Teniendo en cuenta que la convocatoria especificaba en requisitos del 

cargo: “Título profesional en disciplina académica: Medicina; del núcleo básico de 

conocimiento en Medicina. Título profesional en disciplina académica: Enfermería; 

del núcleo básico de conocimiento en Enfermería. Título profesional en disciplina 

académica: Bacteriología, bacteriología y laboratorio clínico; del núcleo básico de 

conocimiento en Bacteriología. Título profesional en disciplina académica: 

Odontología; del núcleo básico de conocimiento en Odontología. Título de posgrado 



en áreas relacionadas con las funciones del cargo. Tarjeta o matricula profesional 

en los casos reglamentados por la Ley y Registro de Inscripción ante la Secretaría 

Distrital de Salud”. Puedo asumir que los encargados de plantear las preguntas 

desconocían los requisitos, por lo que la formulación de las preguntas estuvo mal 

enfocada, si uno de los requisitos mínimos para el cargo era ser profesional de la 

salud no es coherente que más del 20% del examen haya sido enfocado a preguntas 

del programa MySQL, conocimientos que no hacían parte de la formación ni del 

quehacer de estos perfiles. 

 

SEPTIMO: Para el caso puntual de la evaluación, se pudo constatar con la pregunta 

de la prueba funcional 13 la cual fue imputada, de lo cual no se tiene claridad hasta 

el momento, porque los profesionales que estaban a cargo durante la revisión, no 

supieron aclararla  imputación lo que sugiere que si el planteamiento del criterio 

estaba mal, hace pensar que se te tendrían que sacar el caso de la prueba o imputar 

las demás preguntas de la 12 a la 14, lo que denoto improvisación y reitero falta de 

conocimiento.  

 

La solicitud específica que realizaron se enfocó en la idoneidad de la institución 

seleccionada para preparar y ejecutar la prueba dado que en el perfil para el cual 

aplicaron mis poderdantes se evidenciaron muchas incoherencias en las preguntas 

realizadas, más la respuesta recibida el día 30 de septiembre de la presente 

anualidad en la cual se indicó: … En cuanto a su inquietud sobre el proceso de 

construcción de las pruebas y sus respectivos ítems, es pertinente aclarar que la 

Universidad Libre es responsable del diseño y construcción de las pruebas de 

Competencias Funcionales, Competencias Comportamentales y de Integridad, 

aclarando que esta última estuvo dirigida únicamente a los aspirantes de las 

entidades Secretaría Distrital de Hacienda y el Instituto de Desarrollo Urbano IDU. 

La construcción de estas pruebas se llevó a cabo bajo el formato de Juicio 

Situacional…”. Afirmación que en concepto de está bancada denota que no se tuvo 

en cuenta las funciones del cargo para el cual aplicaron mis poderdantes, ni la 

plataforma estratégica de la Secretaría Distrital de Salud, lo cual se ve reflejado en 

la forma de elaboración del examen en general y confirmado con el argumento de 

la respuesta en donde evaluaron a todos los profesionales con los mismos criterios, 

sin garantizar el propósito del cargo al cual apliqué y las funciones definidas previas 

a la inscripción en el concurso. 

 



OCTAVO: El día 23 de septiembre de 2021, se nos informa por parte de la Comisión 

Nacional del Servicio Civil y la Universidad Libre, que el jueves 30 de septiembre de 

2021, se publicaran para conocimiento las respuestas a reclamaciones sobre las 

mismas y resultado definitivo de las pruebas.  

 

NOVENO: El 01 de octubre de 2021 se publicaron los resultados en la 

plataforma SIMO, el cual no da claridad del puntaje y no permite 

reclamaciones. 

 

DECIMO: En ese orden de ideas, y en aras de la transparencia del proceso de 

selección para este cargo y teniendo presente lo sucedido con estos cambios en 

el puntaje realizados para algunos aspirantes, no se dio por parte de la CNSC, 

ni de la Universidad Libre una respuesta de fondo y clara a las reclamaciones 

realizadas, específicamente en mi caso. Exponiendo todo esto un posible 

incumplimiento en lo expuesto en la ley 909 de 2004, en su artículo 28, el cual 

cita: 

 

“ARTÍCULO 28. PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A 

LOS EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. La ejecución de 

los procesos de selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de 

carrera administrativa, se desarrollará de acuerdo con los siguientes principios: 

Confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la 

capacidad y competencias de los aspirantes a acceder a los empleos públicos 

de carrera.” 

DECIMO: Con base en lo anterior, no tengo otro medio de protección legal 

inmediato, que la presente acción constitucional de tutela. 

 

II 

Procedencia y legitimidad 
 

De los hechos anteriormente narrados, argumentados y justificados es prueba 

fehaciente, diciente y demostrativa que el proceso de Convocatoria Distrito 

Capital 4, Procesos de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 2020, tiene 

múltiples errores que diluyen y vulneran los principios y derechos 

fundamentales de la transparencia, buena fe, igualdad, confiabilidad y 

confianza legítima; máxime los perjuicios causados a mi caso, ya que lo 

preguntado en la prueba, no es acorde con el cargo que he desempeñado.  



 

PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA EN CONCURSOS DE 

MERITOS. 
 

La acción de tutela establecida por el constituyente de 1991, en el artículo 86 

de la Carta Política, fue instituida con el firme propósito de garantizar a todas 

las personas que habitan el territorio nacional, la efectividad en el ejercicio de 

sus derechos fundamentales cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión proveniente de una Autoridad Pública o 

de un particular en los casos determinados por la Ley. 

 

La Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre otros el expresado 

en Sentencia T-052 de 2009, han admitido que: 

“La acción de tutela en caso de vulneración a los derechos fundamentales 

del debido proceso, al trabajo, y de acceso a los cargos públicos, que se 

presenten en el trámite de un concurso, procede de manera excepcional 

para conjurar su conculcación. 

 

La Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, con 

fundamento en la sentencia T-388 de 1998 de la Corte Constitucional, ha 

precisado que la acción de tutela procede para proteger los derechos 

fundamentales vulnerados con ocasión de los concursos de méritos 

adelantados para proveer empleos públicos“ porque se ha considerado 

que las acciones contenciosas administrativas con las que cuentan los 

ciudadanos carecen de eficacia necesaria para conferir una protección 

integral y eficaz de los derechos de rango fundamental que puedan estar 

comprometidos”, 

 

5.1 La Corte Constitucional ha señalado de manera recurrente que la 

acción de tutela es un mecanismo protector de derechos fundamentales 

de naturaleza residual y subsidiaria, por lo cual solo puede operar para 

la protección inmediata de los mismos cuando no se cuenta con otro 

mecanismo judicial de protección, o cuando existiendo este, se debe 

acudir a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 



Sin embargo, la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego 

la protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el 

debido proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y 

fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume 

competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa 

judicial, al considerar que la tutela puede “desplazar la respectiva 

instancia ordinaria para convertirse en la vía principal de trámite del 

asunto”, en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo 

suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos. 

 

5.2 Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la 

provisión de cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra 

solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso ordinario o 

contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el tiempo 

de manera injustificada la vulneración de derechos fundamentales que 

requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, que para 

excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y 

conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de 

derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el 

mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el 

ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la Constitución en 

el caso particular. 

 

Sobre el punto conviene recordar el contenido de las sentencias SU-133 

de 1998 y SU-086 de 1999, mediante las cuales la Sala Plena de esta 

Corporación destacó: 

… La Corte estima que la satisfacción plena de los aludidos derechos no 

puede diferirse indefinidamente, hasta que culmine el proceso ordinario, 

probablemente cuando ya el período en disputa haya terminado. Se 

descarta entonces en este caso la alternativa de otro medio de defensa 

judicial como mecanismo de preservación de los derechos en juego, que 

son de rango constitucional, de aplicación inmediata (art. 85 C.P.) y que 

no pueden depender de un debate dado exclusivamente en el plano de la 

validez legal de una elección, sin relacionarlo con los postulados y normas 

de la Carta Política.” 

 



En idéntico sentido se pronunció nuevamente la Corte Constitucional 

mediante la sentencia de unificación SU - 613 de 2002, en la cual 

estableció: 

 

“[…] existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela 

es el mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de 

carrera en la administración judicial de conformidad con los resultados de 

los concursos de méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos 

a la igualdad, al debido proceso y al trabajo, sino también el acceso a los 

cargos públicos, y se asegura la correcta aplicación del artículo 125 de la 

Constitución. 

 

Por lo mismo, al no existir motivos fundados para variar esa línea, la Sala 

considera que debe mantener su posición y proceder al análisis material 

del caso. Obrar en sentido contrario podría significar la violación a la 

igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de buena fe y según 

la jurisprudencia constitucional, ante un cambio repentino de ella se 

vería incluso imposibilitado para acudir a los mecanismos ordinarios en 

defensa de sus derechos.” 

 

 Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. Artículo 228 de la 

Constitución Nacional. Exceso ritual manifiesto. Reiteración de 

Jurisprudencia. 

 

La Constitución Nacional en su artículo 228, dentro de los principios de 

la administración de justicia, consagra la prevalencia del derecho 

sustancial sobre el procesal, con la finalidad de garantizar que los 

funcionarios judiciales al aplicar las normas que regulan los 

procedimientos no obstaculicen la realización del derecho sustancial. Si 

bien las formalidades o ritos son parte de todo proceso judicial, dichas 

formas han sido establecidas para garantizar a las partes intervinientes 

el cumplimiento de un debido proceso que respete sus derechos. No 

obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas atendiendo 

únicamente a su texto o haciendo una aplicación mecánica, se incurre 

en un exceso ritual manifiesto. 

 



Frente al alcance del artículo 228 superior, La Honorable Corte 

Constitucional ha señalado lo siguiente: 

 

“Teniendo en claro la prevalencia que en la administración de justicia 

debía tener el derecho sustancial, el constituyente de 1991 lo estableció 

como principio de la administración de justicia en el artículo 228 al 

consagrar que en las actuaciones de la administración de justicia 

“prevalecerá el derecho sustancial”. Esta corporación al establecer el 

alcance de la mencionada norma ha dicho:



“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las 

actuaciones dela Administración de Justicia “prevalecerá el derecho 

sustancial”, está reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y 

del proceso, es la realización de los derechos consagrados en abstracto 

por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos 

de intereses. Es evidente que en relación con la realización de los derechos 

y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el 

proceso, es un medio.”  

 

En materia de tutela, en desarrollo del principio contemplado en el 

artículo 228 constitucional, se dijo que de manera excepcional podría el 

juez alejarse del procedimiento establecido con el fin de proteger el 

derecho sustancial: “La interpretación adecuada de la primacía anotada 

significa que los procedimientos legales adquieren su sentido pleno en la 

protección de los derechos de las personas.  

 

En consecuencia, cuando la aplicación de una norma procedimental 

pierde el sentido instrumental y finalista para el cual fue concebida y se 

convierte en una mera forma inocua o. más grave aún. Contraproducente, 

el juez de tutela debe obviar el trámite formal en beneficio del derecho 

fundamental afectado. (…)”. (Sentencia T-283/94. M.P. Dr. Eduardo 

Cifuentes Muñoz). 

 

Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos 

fundamentales, y evitar la negación de los mismos, en los casos en que la 

observancia de las formalidades atente contra la protección del derecho 

fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las normas 

procesales. Con relación a la procedencia de la acción de tutela 

interpuesta como consecuencia de una irregularidad dentro de un 

concurso de mérito, La Corte ha sostenido que: “En lo que hace referencia 

a los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en 

numerosos pronunciamientos la Corte ha reivindicado la pertinencia de 



la acción de tutela, a pesar de la presencia de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, por cuanto esta última no ofrece la suficiente solidez para 

proteger en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo al 

debido proceso y de acceso a los cargos públicos.” (Sentencia T-514/05. 

M.P. Clara Inés Vargas Hernández). 

 

Por consiguiente, se considera que es procedente la acción de tutela 

interpuesta, ya que esta acción constitucional viene a suplir el espacio de 

desamparo o desprotección del derecho fundamental que deja el 

mecanismo alternativo de defensa judicial, por no ser adecuado y carecer 

del atributo de la eficacia requerida para la efectiva y real protección del 

referido derecho fundamental. 

 

Al respecto, la Honorable Corte Constitucional ha reiterado: 

 

“La corte, empero, encuentra necesario hacer la siguiente precisión: 

cuando el juez de tutela halle que existe otro mecanismo de defensa 

judicial aplicable al caso, debe evaluar si, conocidos los hechos en 

los que se basa la demanda y el alcance del derecho fundamental 

violado o amenazado, resultan debidamente incluidos TODOS los 

aspectos relevantes para la protección inmediata, eficaz y 

COMPLETA del derecho fundamental vulnerado, en el aspecto 

probatorio y en el de decisión del mecanismo alterno de defensa. Si 

no es así, si cualquier aspecto del derecho constitucional del actor, 

no puede ser examinado por el juez ordinario a través (le los 

procedimientos previstos para la protección de los derechos de 

rango meramente legal, entonces, no sólo procede la acción de 

tutela, sino que ha (le tramitarse como la vía procesal prevalente. 

Así como la constitución no permite que se subplante al juez 

ordinario con el de tutela, para la protección de los derechos de 

rango legal, tampoco permite que la protección inmediata y eficaz 



de los derechos fundamentales, sea impedida o recortada por las 

reglas de competencia de las jurisdicciones ordinarias.” 

III 
 

Pretensiones  

 

 

En virtud de lo anterior, dado que están siendo vulnerados mis derechos 

fundamentales y principios de Confianza Legítima, Igualdad, Buena, Fe, 

Justicia, Debido Proceso, Derecho al Trabajo, Acceso a la Carrera 

Administrativa por Meritocracia, y que tal vulneración causaría un daño 

irremediable a mi legítimo derecho de desarrollo humano, honorable Juez 

y/o Magistrado, hago las siguientes peticiones: 

 

- ORDENAR y como medida provisional a la Universidad Libre y la 

Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC) no publicar el listado 

definitivo de la lista de elegibles Convocatoria Distrito Capital 4, 

Procesos de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 2020 y en caso 

dado que ya se halla publicado, parar sus efectos, hasta no revisar 

en detalle la totalidad de las pruebas indicadas. Teniendo en cuenta 

que la última fase denominada: Valoración de antecedentes (V.A.) 

ya fue superada y actualmente se está en el proceso de publicación 

definitiva de la lista de elegibles de la OPEC. 

 

- ORDENAR a la Universidad Libre y la Comisión Nacional del 

Servicio Civil (CNSC) dar respuesta de fondo a las reclamaciones 

realizadas e informar tal como fue solicitado, una nueva revisión 

calificadora de las pruebas comportamentales y en las básicas, 

funcionales, y que en el caso de encontrarse más preguntas 

contestadas correctamente en las pruebas escritas de competencias 

básicas, funcionales y comportamentales. Se efectúen los cambios 

correspondientes a mi puntaje obtenido en cualquiera o en ambas 

pruebas. 

 



- ORDENAR a la Universidad Libre y la Comisión Nacional del 

Servicio Civil (CNSC) informar de manera clara y de fondo la 

metodología de evaluación realizada para cada prueba y realizar las 

explicaciones referentes al caso, del porque la Guía de Orientación 

al Aspirante de Presentación de Pruebas Escritas de la Convocatoria 

Distrito Capital 4, Procesos de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 

2020, indica la “Metodología de Calificación de Pruebas Escritas” . 

 

IV 
Juramento 

 

En cumplimiento del requisito del artículo 38 del Decreto 2591 del 19 de 

noviembre de 1991 y bajo la gravedad del Juramento manifiesto que no 

he formulado acción de tutela por los hechos, argumentaciones antes 

mencionadas y relatadas en este escrito ante ninguna autoridad judicial. 

V 
Anexos 

 
 

1. Convocatoria Distrito Capital 4, Procesos de Selección No. 

1462 a 1492 y 1546 de 2020. 

2. Guía Orientación al Aspirante Presentación Pruebas 

Universidad Libre- CNSC. 

3. Resultados pruebas escritas Convocatoria Distrito Capital 4, 

Procesos de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 2020. 

4. Reclamación pruebas de Convocatoria Distrito Capital 4, 

Procesos de Selección No. 1462 a 1492 y 1546 de 2020. 

5. Perfil profesional de la accionante ANDREA MARCELA DAZA 

REYES, identificada con cédula de ciudadanía 

No.52.852.923, y soportes de inscripción convocatoria, 

reclamaciones, resultados de la misma, así como HOJA DE 

VIDA SIDEAP 2021. 

 

VII 
Notificaciones 

ACCIONANTES 
 



Mónica Marcela Torres Rojas  

Dirección: Carrera 55 A # 167 A 30 Casa 17, Bogotá 
monicatorresrojas@yahoo.es  

Tel: 3006881126 
 

Rocío Amanda Sierra López 
Dirección: Carrera 38 A # 12 75 sur, Bogotá 

Correo: rociosierra_1@hotmail.com 
Teléfono: 3125436741 
 

Lyda Carolina Pérez Ovalle 
Calle 62 No 45-18 apto 401  

Colombi22@hotmail.com  
318 3084182 

 
Danelia Villar Nieves 
Dirección: kr 16C #153-37, Bogotá. 

daneliavillar@hotmail.com. 
Teléfono: 3213901255. 

 
 

 

ACCIONADOS: 

 

- UNIVERSIDAD LIBRE. 

Direcciones: Domicilio principal: Calle 8 No. 5-50, Bogotá. 

Correo electrónico 
juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co 

diego.fernandez@unilibre.edu.co 

 
- COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC). 
Dirección: Domicilio principal: Carrera 16 Nº 96-64 piso 7º Bogotá PBX 
1 3259700. 

Correo exclusivo para notificaciones 
judiciales: 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 

ACCIONANTE: 

 

Del señor Juez,  

 

EDILBERTO MELO RUBIANO 

C.C. 1026.567.108 

T.P. 283.355 del C.S. de la J. 
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